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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MANIZALES 

SALA DE DECISIÓN CIVIL – FAMILIA

MAGISTRADA PONENTE: ÁNGELA GIOVANNA CARREÑO NAVAS  
S--14
Rad. Juzgado: 176143112001201200132-01
Aprobado por acta No. XXX
Manizales, dieciocho(18) de febrero de dos mil quince (2015)

I. OBJETO DE LA DECISIÓN

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por el demandante y la codemandada TRANSPORTES SÁNCHEZ POLO S.A., frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Riosucio, Caldas, el día 11 de febrero de 2014, dentro del proceso VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL instaurado por CARLOS ENRIQUE RODAS ABADÍA contra MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO, SOCIEDAD TRANSPORTES FUTURO LTDA y la sociedad impugnante, trámite en el cual se tuvo como litisconsorte necesario a FINAMÉRICA S.A.
II. ANTECEDENTES

2.1. Pretende el demandante, invocando su condición de propietario, que se declare a MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO, SOCIEDAD TRANSPORTES FUTURO LTDA y TRANSPORTES SÁNCHEZ POLO S.A. civil y solidariamente responsables por los daños materiales y morales ocasionados por el accidente de tránsito ocurrido el 1 de octubre 2010; en consecuencia se les condene al pago de las sumas que por concepto de daño emergente, lucro cesante y perjuicios morales precisa en la pretensión tercera de la demanda, sumas que se suplica sean pagadas con indexación y el reconocimiento de intereses legales comerciales
.
2.2. Como sustento de las pretensiones, el actor expuso, en síntesis, los siguientes hechos
:
a) El 1 de octubre de 2010 cuando el camión de su propiedad, de placas WHN 239 de Pereira, Risaralda, (marca HINO, línea DUTRO, cilindraje 4009, modelo 2008, color blanco, de servicio público, carrocería de estacas, número de motor W040-TN11664, número de serie JHFUJ11H180001961, número de chasis JHFUJ11H180001961, con capacidad para 5 toneladas), se desplazaba del municipio “el Dovio y Roldanillo”, Valle del Cauca, con destino a la central de mayoristas de Itagüí, Antioquia, con una carga de guayaba pera, tomate, pepino y pimentón, repartida en 250 canastillas plásticas, con un peso de carga aproximado de 4.790 kilos avaluado en cinco millones de pesos ($5.000.000), se encontró con una llanta que venía rodando a gran velocidad por su mismo carril, la cual, luego de impactarlo hizo que el  conductor perdiera el control del vehículo y el carro rodara 5 veces sobre la carretera.
b) La llanta rodante se desprendió del tractocamión de placas SNN397 de Sabaneta, Antioquia, conducido por el señor MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO, quien a su vez transportaba el tráiler con placas R-46936 de la SOCIEDAD TRANSPORTES SÁNCHEZ POLO S.A., que se detuvo metros adelante, habiéndose constatado que al tractocamión le faltaban dos llantas de la “pacha” (lugar donde se ubican dos ruedas) trasera izquierda, las cuales causaron el impacto que provocó el accidente.

c) Del incidente se realizó el informe de policía Nº 10143 y fueron tomadas fotografías.
d) Se adujo que el accidente se debió a la imprudencia desarrollada por el señor MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO, conductor y propietario del tractocamión, quien al emprender el viaje no revisó los pernos que ajustaban las llantas tanto del tractocamión como del tráiler que transportaba acoplado, a causa de lo cual ha sufrido grandes perjuicios materiales y morales que deben ser resarcidos por los demandados en forma solidaria.

e) Se describe que, como efecto del accidente ocasionado por el tractocamión mencionado, se causaron los siguientes daños materiales al señor CARLOS ENRlQUE RODAS ABADÍA: 
- Carpa que cubre la carrocería del camión marca HINO de placas WHN 239 de Pereira.
- Calcomanía, juego de placas, transporte de alimentos.

- Botiquín y conos.
- Sistema general de frenos que se destruyeron por causa del accidente.

- Deducible pagado por el señor CARLOS ENRIQUE RODAS ABADÍA a Autos Pesados Lámina y Pintura Express (NlT. 900.240.714-4) por concepto de repuestos y mano de obra utilizados para dejar el vehículo tipo camión en el estado que se encontraba antes del accidente. Cambios: “cabina, bomper, espejo exterior LH, base espejo RH, espejo retrovisor, soporte bomper, arreglos chasis; mano de obra pintura, brillada general; mano de obra mecánica y eléctrica; cambio amortiguador delantero, desmonte y monte sistema eléctrico, cabina, muelles, mano de obra servicio tercero, reparación carrocería”.

- 250 canastillas plásticas que transportaba el camión marca HlNO con frutas y verduras.

- Frutas y verduras (guayaba pera, tomate, pepino y pimentón).

2.3. Admisión e intervenciones

Previa inadmisión, mediante auto del día 29 de agosto de 2012 fue admitida la demanda y se hicieron los demás ordenamientos legales pertinentes, (v. fl.62. C. 1).

En respuesta a la demanda, el apoderado judicial de TRANSPORTES FUTURO LTDA se opuso a las pretensiones contenidas en el libelo; expuso, frente a los hechos, que es cierto el 5,  no le constan del 1 a 4 y del 6 al 10, y que por tanto deben probarse, afirmó que el vínculo que tiene el tractocamión y su propietario con la sociedad, es un contrato de “afiliación sin administración”; así mismo, propuso las excepciones de mérito que denominó: “Ausencia de custodia (vigilancia y control)”, “Inexistencia de la responsabilidad solidaria invocada”, “carencia de pruebas contra la codemandada (Transportes Futuro Ltda)”, “Improcedencia de la reclamación de perjuicios frente al codemandado” (Fls. 92 a 97, ibídem).

La EMPRESA DE TRANSPORTES SÁNCHEZ POLO S.A., igualmente se opuso a todas las pretensiones y frente a los hechos 1, 2, 3, 8, 9, 10 manifestó que no le constan; los hechos 4, 5, 6, los deconoce, y del 7 dice que no es cierto. Refirió que pese a que el tráiler es de propiedad de la sociedad, la tenencia y explotación fue entregada al señor MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO, por lo que no está obligada a resarcir perjuicio alguno. Acerca del daño emergente, refiere que lo pagado al señor Rodas Abadía por concepto de salarios, debe restarse del posible lucro cesante porque es un gasto sufragado dentro del período que se indemnizará y que constituye un costo de la operación del automotor. En relación al lucro cesante, expuso que es una cuenta irreal por cuanto el demandante aduce que el vehículo produce la suma de $45,984.000,00, sin que a ésta se le hayan deducido los gastos de operación, tales como combustible, conductor, parqueadero, peajes etc. En torno al demérito del automotor estimado en $13.600.000,00, señaló que se trata de un vehículo modelo 2008 y el accidente se presentó en octubre de 2010, de lo que se colige que necesariamente tiene 2 años de uso que deprecia el mismo y no a causa del choque como se plantea; así mismo, recalcó la improcedencia de conceder perjuicios morales por el choque acaecido y planteó las siguientes excepciones de fondo: “falta de legitimación en la causa por parte pasiva para la empresa Transportes Sánchez Polo S.A.”, “Inexistencia de perjuicios para el demandante en varios de los ítems señalados en la demanda”, “compensación de las sumas de dinero recibidas por la demandante o propietario del  automotor de cualquier compañía de seguros” (fls. 116 a 120, ejusdem).
De igual manera, solicitó llamar en garantía al señor MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO, codemandado, por ser éste el propietario del vehículo que llevaba el tráiler que había recibido en comodato por parte de TRANSPORTES SÁNCHEZ POLO S.A., además de ser el conductor del automotor al momento de ocurrir el accidente (v. folios 121 a 124, C. 1), llamamiento que fue negado por auto del 29 de noviembre de 2012.
Posteriormente, el mandatario judicial del demandante deprecó llamar en garantía a LIBERTY SEGUROS S.A., dado que para la fecha en que ocurrió el accidente el tractocamión contaba con una póliza de seguros de automóviles (fl. 137, id.), 

El 25 de abril de 2013 se designó Curador ad litem al señor MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO, quien manifestó no constarle los hechos de la demanda, no se opuso a las pretensiones y también pidió llamar en garantía a la compañía de seguros citada, solicitud que les fue negada por auto del 29 de mayo de 2013 (fls. 165 a 168, ibídem).

La parte demandante pidió citar como litisconsorte necesario a la FINANCIERA COMPARTIR S.A., la que fue absorbida por FINANCIERA AMÉRICA S.A. en el mes de diciembre de 2010, toda vez que el tractocamión de placas SNN 397, posee una prenda con dicha sociedad (fls. 177 a 179), solicitud que fue acogida por la a quo (fl. 203, C.1)
La mencionada financiera al dar respuesta al libelo se opuso a la totalidad de las peticiones, e indicó que no le constaban los hechos relatados; y propuso las siguientes excepciones: “naturaleza jurídica de la relación de Financiera América S.A… con el demandado MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO”; “Si en gracia de discusión se alegare responsabilidad de Financiera América S.A… se propone como excepción la ausencia de responsabilidad del acreedor prendario sin tenencia, respecto de la custodia y manejo del bien pignorado”, “Imposibilidad de endilgar responsabilidad objetiva y la responsabilidad directa del conductor del vehículo y de su propietario por los presuntos daños producidos por un vehículo en accidente de tránsito”, “Carácter prevalente de la prenda, sobre cualquier otro tipo de acreencia”, “Improcedencia de cualquier providencia que afecte directamente el ejercicio de la acción ejecutiva prendaria ” (v. folios 230 a 242 C. No 1).

2.4. La sentencia de primera instancia
El día 11 de febrero de 2014 la a quo declaró al señor MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO, TRANSPORTES FUTURO LTDA y TRANSPORTES SÁNCHEZ POLO S.A., civil y solidariamente responsables por los perjuicios irrogados al señor CARLOS ENRIQUE RODAS ABADÍA en el accidente de tránsito pluricitado, y los condenó a pagar la suma de $9.750.358,33 por concepto de perjuicios materiales, absolviéndolos de los demás perjuicios reclamados por falta de prueba. Del mismo modo, absolvió a la Financiera América S.A. compañía de financiamiento “FINAMÉRICA S.A.” de todas las pretensiones de la demanda,  reconoció su crédito privilegiado con la prenda, y con la decisión de p
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condenó en costas a los demandados a favor del demandante. En cuanto a las excepciones, declaró parcialmente probada la excepción de “inexistencia de perjuicios para el demandante en varios ítems señalados en la demanda” propuesta por la codemandada TRANSPORTES SÁNCHEZ POLO S.A.,con la decisión de p
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 no probadas las demás excepciones planteadas por TRANSPORTES FUTURO LTDA y la sociedad TRANSPORTES SÁNCHEZ POLO S.A.”, no probada la excepción de “imposibilidad de endilgar responsabilidad objetiva y la responsabilidad directa del conductor del vehículo y de su propietario por los presuntos daños producidos por un vehículo en un accidente de tránsito”, invocada por la FINANCIERA AMÉRICA S.A. COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO FINAMÉRICA S.A., pero las demás formuladas por ésta sí se declararon probadas; reconoció al demandante intereses sobre las condenas impuestas en la providencia desde su proferimiento hasta el pago final de las acreencias, y fijó honorarios al definitivos al Curador ad litem del señor MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO.
La decisión adoptada por la a quo se apoya fundamentalmente, en la ausencia de pruebas en torno a la totalidad de los perjuicios reclamados. Estimó, que de acuerdo con los medios de convicción incorporados, únicamente resultaba viable disponer el pago de perjuicios materiales por un total de $9.750.380,33, por concepto de daño emergente, así: “NOVECIENTOS CINCUENTA MIL PESOS MCTE. ($950.000) correspondiente a la carpa que cubre la carrocería del vehículo de placas WHN 239 (con factura de venta No. 00001543 del 20 de enero de 2011)¨, pues se encontró debidamente sustentada y probada; la suma de ¨CINCO MILLONES SESENTA Y SIETE MIL VEINTICINCO M/CTE ($5.067.025) correspondiente al deducible pagado por el demandante”, que realmente no es por concepto de deducible sino de arreglos no reconocidos por el seguro pero efectuados a cargo del actor, en atención a que si bien la factura arrimada no está debidamente firmada, se le da validez en razón a que existe otro documento proveniente del mismo establecimiento emisor que sí contiene la firma respectiva y en el cual se certifica que en tal establecimiento se realizó la reparación del vehículo; y la suma de $3.733.333,00 que el propietario del camión colisionado tuvo que cancelar a su conductor JUAN GUILLERMO RODAS ABADÍA como salario, por los 112 días que el vehículo estuvo en reparación en el taller, desde el 4 de octubre de 2010 hasta 22 de enero de 2011, tomando como base un salario mensual promedio de $1.000.000,00.
Las pretensiones relativas al pago de sumas de dinero por calcomanías, juego de placas, transporte de alimentos, botiquín y conos, no fueron acogidas por cuanto las facturas de venta arrimadas no cumplen con los requisitos legales para ser tenidas como prueba, en tanto que la relacionada con la reparación del sistema general de frenos tampoco se reconoció, por no estar plenamente probado que el daño del sistema de frenos fue consecuencia del accidente aludido, habiéndose el demandante limitado a suponer que esto fue así. Así mismo, no se accedió al pago del valor de 250 canastillas plásticas que se dijeron dañadas pues en ningún momento se determinó que efectivamente tales canastillas fueran propiedad del demandante, ni al pago de la suma de $5.000.000,00 por conceptos de frutas y verduras perdidas por cuanto no se estableció claramente ni la cantidad, ni el precio de las frutas referidas y tampoco la propiedad de las mismas. De igual modo, se desestimó la pretensión del pago de “$91.968.000 correspondientes a 3 viajes semanales del Dovio, Roldanillo, Pereira o Cali a ltagüí, carga de ida y de regreso con 4.790 kilos a $200 pesos el kilo = $958.000 por ida y regreso $1.916.000 por tres viajes semanales = $5.748.000 por 16 semanas que el camión estuvo en el taller = $91.968.000.¨, aduciendo la jueza de instancia: “pretende el demandante la indemnización por el lucro cesante, sin embargo en la estimación del mismo, simplemente multiplicó el costo total del servicio sin descontar los costos asociados a la prestación del mismo para obtener la utilidad real, así las cosas y no siendo posible a la operadora judicial estimar o tasar el valor real por este concepto, se deniega ordenar el pago solicitado”. De la misma manera, negó el pago del demérito que dijo el actor se causó al camión y a la carrocería con el choque, toda vez que, a juicio de la juzgadora, se pretendió trasladar a los demandados la depreciación sufrida por la antigüedad del vehículo mas no la derivada de las consecuencias del accidente, “siendo claro que los demandados no tienen porqué asumir la primera y el operador judicial no puede estimar o tasar el valor real por este concepto”. 
Por último, los perjuicios morales tampoco fueron reconocidos en atención a que, según se argumentó, la Jurisprudencia ha sido reiterativa y amplia en manifestar que cuando se trata de daños materiales no hay lugar al reconocimiento de perjuicios morales. Se accedió sí al pago de intereses hasta el momento en que se verifique el pago de las condenas impuestas, pero liquidados desde la sentencia.
2.5. Los recursos de apelación
Inconformes con la decisión de primera Instancia, las partes  interpusieron recurso de apelación contra la misma.
La parte demandante, sustentó su desacuerdo ante esta Superioridad, argumentando: 
· Que todos los daños cuya indemnización se rogó, fueron demostrados con las fotografías que se tomaron al levantar el croquis. 
· En cuanto a las calcomanías, dice que las facturas allegadas dan cuenta de ese gasto y no requieren de firma. Además, al cambiar la cabina del vehículo era necesario cambiar calcomanías; los conos se perdieron durante el accidente.

· En lo relativo al sistema general de frenos, el costo de la reparación está acreditado con la Factura 0090 de 2011. No obstante, ese costo no fue reconocido en primera instancia, porque los testigos dijeron que “suponían” que los  frenos no quedaron bien reparados, pero el conductor y el propietario sí afirmaron que quedaron mal arreglados por la aseguradora, quien, pese al reclamo que hicieron en atención a la garantía, manifestó su imposibilidad de arreglarlos. 
· En cuanto al valor de las canastillas adujo que eran de su propiedad, pues las compró nuevas; y respecto a las frutas, manifestó que él era el cultivador y, en principio, el único proveedor de los productos, aunque posteriormente los vecinos de la vereda, ante la demanda y la imposibilidad del demandante de atenderla únicamente con sus cultivos, motivó a los vecinos de vereda para plantarlos, aunque es él quien les compra para luego surtir a los mayoristas. 
· Por último, respecto al demérito del vehículo, aseveró que lo fue en un 20%, toda vez que el camión quedó con problemas de desplazamiento por torcedura del chasis.
Por su parte, la codemandada SOCIEDAD TRANSPORTES SÁNCHEZ POLO S.A. consideró:

· Que en las peticiones de la demanda se dijo que la parte demandante es la propietaria del vehículo siniestrado y no hay prueba de la propiedad, pues solo se ha demostrado la tenencia del vehículo, y que por ello se está vulnerando el debido proceso de su prohijado, en razón a que se está defendiendo frente a unos hechos donde se esgrime la propiedad, no la tenencia. 
· Que dicha sociedad en la fecha del siniestro estaba privada de la operación del vehículo, pues ello lo hacía directamente su propietario.
· Frente a los perjuicios señaló, que la factura de tapicería de Forroteca Nacional N° 001543 por valor $950.000 por concepto de carpa, y “la factura por 567025 correspondiente al Nº 222 deducible del pago de estas”, fueron tachadas y solicitó que fueran desconocidas pues no tienen la calidad de pruebas, excepto por la presentada por concepto de salarios del conductor por $3,722.000.
II. CONSIDERACIONES

2.1. Validez de lo actuado

Analizado lo actuado en primera instancia, se aprecia que confluyen los presupuestos procesales; así mismo, no se encuentra causal de nulidad que lo invalide. 
2.2. Problema jurídico 

Corresponde a la Sala determinar entonces, i) si realmente el demandante acreditó su calidad de propietario del vehículo dañado con ocasión del accidente, y ii) Si el reconocimiento de los perjuicios y su tasación se ajusta a lo probado en el proceso.
2.3  De la responsabilidad civil extracontractual por actividades peligrosas. Legitimación en la causa.
El artículo 2341 del Código Civil se refiere a la responsabilidad civil extracontractual así: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido”.
Ahora bien, como el hecho en comento tiene origen en una actividad peligrosa o riesgosa, como lo es la conducción de vehículos automotores, se genera una responsabilidad especial debido a que en ella, la persona no actúa con sus propias fuerzas sino a través de elementos que aumentan las mismas, generando con éstas un mayor riesgo para la colectividad y haciendo inminente la ocurrencia de daños; así, ante la carencia de normas específicas en nuestra legislación en torno a este tema, el órgano de cierre ha depurado abundante jurisprudencia con fundamento en el artículo 2356 del Código Civil, del cual se desprende una presunción de responsabilidad o culpa sobre quien ejercita dichas actividades o sobre el guardián de la cosa, máxime si el autor del daño se beneficia de la actividad riesgosa, quien para lograr exonerarse de la misma, deberá entonces probar que hubo una causa extraña tal como la fuerza mayor, el caso fortuito o la intervención de un tercero, o la culpa exclusiva de la víctima; ahora, si bien se entiende que la víctima está eximida de probar la culpa no lo está de acreditar los elementos restantes de la responsabilidad, como lo son el daño y la relación de causalidad.

En torno a este tema la sentencia de la Sala de Casación Civil de la H. Corte Suprema de Justicia, Magistrada Ponente RUTH MARINA DÍAZ RUEDA, del 26 de agosto de 2010, indicó:

“La víctima, sólo debe probar el daño y la relación de causalidad con la actividad peligrosa; y al autor o agente no le basta probar ausencia de culpa, ni diligencia o cuidado, siéndole menester acreditar plenamente el elemento extraño como causa exclusiva del daño, esto es, la fuerza mayor o caso fortuito, la intervención de la víctima o de un tercero, salvo las excepciones legales, verbi gratia, en el transporte aéreo, la fuerza mayor es inadmisible para desvanecerla (art. 1880 del Código de Comercio).

“…
“1. Concebida la responsabilidad civil como la obligación de indemnizar un daño, rectius, lesión de un derecho, interés o valor tutelado por el ordenamiento, tratándose de una actividad peligrosa, para su constitución es menester acreditarla con el detrimento y la relación de causalidad (cas. civ. sentencias de 23 de abril de 1954, XVII, 411 ss; 30 de marzo de 1955, LXXIX, 820; 1º de octubre de 1963 CIII-CIV, 163; 14 de marzo de 2000, exp. 5177; 25 de agosto de 2003, exp. 7228). 

En tales hipótesis, a la víctima es suficiente probar el daño y el nexo causal con la conducta del sujeto a quien se imputa y a éste para exonerarse, una causa extraña exclusiva por caso fortuito o fuerza mayor, intervención de la víctima o de un tercero.”
En ese orden de ideas, cuentan con legitimación en la causa por activa para reclamar indemnizaciones, quienes demuestren que sufrieron un daño cierto, material o moral a causa del hecho de otro, autorizando el ordenamiento para ello tanto al dueño o poseedor de la cosa, como también al tenedor o detentador con obligación de responder por ella, pero sólo en ausencia del dueño (Art. 2342 C.C.). En todo caso, esa calidad de propietario, si es esa la condición invocada para actuar, compete acreditarla a quien se la irroga, a menos de tenerse por no demostrada la titularidad del derecho reclamado. Sobre el punto, ha sostenido la Corte Suprema de Justica que “Si quien demanda afirma ser el dueño de la cosa, es obvio que en la oportunidad correspondiente deberá allegar los medios e instrumentos que evidencien tal hecho ante los ojos del juzgador a fin de que éste deduzca, si fuere el caso, como se dijo, la prestación indemnizatoria, a cargo de la persona determinada que ocasionó la lesión”
 (Resalta la Sala).
 En cuanto a la legitimación en la causa por pasiva, la reclamación indemnizatoria ha de ser dirigida contra el causante del daño, estando igualmente llamados a responder, de manera solidaria, el propietario del bien con el que se ejecutó el hecho dañoso y quien lo tenga bajo su custodia, solidaridad que se impone en relación con los perjuicios causados, conforme se infiere del artículo 2344 del Código Civil.
Dentro del asunto materia de análisis, la acción tiene su causa en un accidente de tránsito entre dos vehículos; la demanda fue promovida por quien se vio afectado con el hecho dañoso, invocando la calidad de propietario del vehículo colisionado: el señor CARLOS ENRIQUE RODAS ABADÍA. Así lo expresó en el poder conferido (fol. 1, C. 1) y así se expuso tanto en los hechos 1, 8 y 9 del libelo genitor como en las pretensiones (fols. 39 a 54, C. 1)
Sin embargo, respecto a la prueba de la calidad de propietario del camión dañado que se irrogó el demandante, únicamente se llegó copia simple de la Licencia de Tránsito o Tarjeta de Propiedad No. 2734742 que da cuenta que el camión de placa WHN 239, marca HINO, línea DUTRO, color BLANCO, es de propiedad de RODAS A. CARLOS ENRIQUE, identificado con C.C. 10.535.553. 

Esta prueba documental, fue rechazada desde la contestación de la demanda por la sociedad TRANSPORTES SÁNCHEZ POLO S.A., cuando al pronunciarse sobre las pruebas documentales aportadas, expuso: “Las pruebas documentales aportadas por la parte demandante al escrito accionario deberán obtener jerarquía probatoria a través del proceso de conformidad con las normas procesales que regulan la prueba documental, no reconocemos eficacia probatoria a ninguno de ellos” (Resalta la Sala).
Pues bien, claro es que al tenor de lo dispuesto en el artículo 253 del Código de Procedimiento Civil, los documentos han de aportarse al proceso en original o en copia, previendo el artículo 254 siguiente, que las copias tendrán el mismo valor probatorio del original, pero sólo i) cuando hayan sido autorizadas por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez, donde se encuentre el original o copia autenticada, ii) cuando sean autenticadas por notario, previo cotejo con el original o la copia autenticada que se le presente, o iii) cuando sean compulsadas del original o de copia autenticada en el curso de inspección judicial, salvo que la ley disponga otra cosa.
Infiérese de la norma transcrita, a contrario sensu, que si la copia de un documento que se allegue como prueba, no está autorizada por alguno de los funcionarios señalados en esa norma, ni está autenticada por notario, ni fue compulsada en el curso de una inspección judicial, no tiene valor probatorio alguno, toda vez que la finalidad de la norma, como lo sostuviera la Corte Constitucional en la sentencia C-023 del 11 de febrero de 1998, no es otra que “rodear de garantías de certeza la demostración de los hechos, fundamento del reconocimiento de los derechos”.
Reiterada ha sido la posición de nuestro órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria sobre el tema
 . Tiene dicho la H.Corte
:

" […] conforme a lo dispuesto por los artículos 253 y 254 Ibídem, es factible aportar documentos en copias, caso en el cual éstas solamente tendrán el mismo mérito que el original, en las hipótesis previstas en la última norma mencionada. Así emerge de dicho precepto, pues textualmente prescribe que  “las copias tendrán el mismo valor probatorio del original, en los siguientes casos: 1.  Cuando hayan sido autorizadas por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez, donde se encuentre el original o una copia autenticada.  2.  Cuando sean autenticadas por notario, previo cotejo con el original o la copia autenticada que se le presente.  3.  Cuando sean compulsadas del original o de copia autenticada en el curso de inspección judicial, salvo que la ley disponga otra cosa”. 

"No puede decirse que, a raíz de la expedición de varias normas encaminadas a descongestionar los despachos judiciales, las reseñadas reglas fueron modificadas con miras a posibilitar la aportación y valoración de copias informales, es decir, aquellas que carecen de la atestación impuesta por un fedatario público de que son idénticas al original, tesis que, como se verá, no corresponde a los designios del legislador, pues éste no modificó los citados artículos 254 y 268 del Código de Procedimiento Civil”. 

Dentro del asunto materia de análisis por esta Superioridad, fluye que es documento idóneo para acreditar la calidad de propietario del vehículo afectado en la colisión en la que se vio involucrado el demandado MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO, la Tarjeta de Propiedad o Licencia de Tránsito, dado que conforme a lo preceptuado en los artículos 34 y 35 de la Ley 769 de 2002 (Código Nacional de Tránsito Terrestre), ningún vehículo puede transitar sin portar dicha licencia, y para su expedición deberán entregarse facturas de compraventa del vehículo si es nacional o la factura de compraventa junto con la Licencia de Importación si es de fabricación extranjera, el recibo de pago de impuestos y el certificado de inscripción en el RUNT. Al respecto, el H. Consejo de Estado se ha pronunciado en los siguientes términos:

“La prueba idónea para acreditar la propiedad de un vehículo automotor, es la tarjeta de propiedad del vehículo, documento público que no puede ser sustituidos por otro, como lo prescribe el artículo 265 del Código de Procedimiento Civil, toda vez que se trata de un requisito ad substantiam actus. (…)” (…) Sin embargo, de conformidad con los artículos 1757 del Código Civil y 177 del Código de Procedimiento Civil -aplicables por remisión del artículo 267 del C.C.A-, corresponde a las partes acreditar en el proceso los supuestos fácticos que soportan las posiciones jurídicas asumidas por cada uno de éstas, a fin de lograr su puntual propósito procesal” (Sentencia de 22 de enero de 2014. Exp. 07001-23-31-000-2003-00099-01(28492) M.P. ENRIQUE GIL BOTERO).
Ahora bien, por tratarse de un documento público, en atención a esa calidad debió haberse allegado en original o copia autenticada conforme a la ley. Sin embargo, con la demanda se aportó una copia simple del documento aludido y dentro del proceso no fue diligente la parte actora en sanear tal deficiencia, inactividad que no le competía suplir al juzgador mediante el decreto de pruebas de oficio, por cuanto, como bien lo tiene decantado la jurisprudencia nacional, “toda ‘decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso’, sujetas a su valoración racional e integral ‘de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos’ (artículos 174 y 187 C. de P.C.), correspondiendo al demandante y no al juez la carga probatoria (actori incumbit probatio) con elementos probatorios idóneos, y sujetos a contradicción y, en contrapartida, al demandado demostrar in contrario (reus in excipiendo fit actor), pues, al tenor del artículo 177 del C. de P.C. ‘incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen’  (…) En conclusión, la carencia de diligencia de la parte en cuestiones probatorias, no conduce a que el juzgador se vea obligado inexorablemente a actuar por ella mediante el decreto oficioso de pruebas”
 (Destaca la Sala). 

Y esta posición ha sido reafirmada en decisiones más recientes. Por ejemplo, en sentencia del 20 de septiembre de 2013, la Sala de Casación Civil de esa Alta Corporación, dentro del proceso radicado 2007-00493-01, con ponencia de la H. Magistrada Ruth Marina Díaz Rueda, desestimó un cargo basado en un error de derecho por el supuesto incumplimiento del operador de segunda instancia al deber de decretar pruebas de oficio, argumentando la Corte que como el demandante “no desplegó ninguna actividad tendiente a su efectivo recaudo, ni pidió ampliación del periodo probatorio, como tampoco aprovechó la oportunidad prevista para ese cometido en la segunda instancia, (…) el superior no estaba en el deber imperativo de practicar las que por incuria del actor se dejaron de evacuar” (Las negrillas fuera del texto original). 

En ese orden las cosas, no puede esta Colegiatura asumir posición distinta que la de declarar la falta de legitimación en causa que le asiste al demandante CARLOS ENRIQUE RODAS ABADÍA en atención a la falla probatoria reseñada, que impide tener debidamente acreditada la calidad de propietario invocada en el libelo genitor y que es la que lo facultaría para el ejercicio de la acción incoada.
Debe tenerse muy presente, que la falta de legitimación en causa es una de las condiciones necesarias para el ejercicio de la acción, o como lo consideran otros procesalistas, un requisito sustancial de fondo, que se cumple cuando ella es ejercida por quien, de conformidad con la ley, está facultado para ejercerla (legitimación en causa por activa) y se dirige contra quien por disposición de la ley es el llamado a soportarla (legitimación en causa por pasiva); su inobservancia conlleva necesariamente a un fallo desestimatorio de las pretensiones.
La H. Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 15 de agosto de 1995, exp. 4268, expuso:

“… la legitimatio ad causam consiste en la identidad de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva)”. (Instituciones de Derecho Procesal Civil, I, 185). … Para que esa pretensión sea acogida en la sentencia es menester, entre otros requisitos, que se haga valer por la persona en cuyo favor establece la ley sustancial el derecho que se reclama en la demanda, y frente a la persona respecto de la cual ese derecho puede ser reclamado. De donde se sigue que lo concerniente a la legitimación en la causa es cuestión propia del derecho sustancial y no del derecho procesal, razón por la cual su ausencia no constituye impedimento para desatar en el fondo el litigio sino motivo para decidirlo en forma adversa al actor. Si el demandante no es titular del derecho que reclama o el demandado no es persona obligada, el fallo ha de ser adverso a la pretensión de aquél, como acontece cuando reivindica quien no es el dueño o cuando éste demanda a quien no es poseedor”.
Así las cosas, ante la ausencia de prueba idónea de la calidad de propietario del bien que recibió el daño en el accidente de tránsito de que da cuenta la demanda, indiscutible resulta concluir la falta de legitimación en causa en el demandante, hallando la Sala próspero el cargo endilgado, por el codemandado apelante, a la sentencia de primera instancia por este motivo, lo que impide que se continúe con el análisis de los elementos estructurales de la acción indemnizatoria ejercida, razones suficientes para que la sentencia apelada sea revocada.
2.4 Costas

En atención a lo normado en el artículo 392, numerales 1 y 4, del Código de Procedimiento Civil, se condenará en costas a la parte demandante en ambas instancias. Como agencias en derecho en esta instancia se fija la suma de $3.000.000,00.
IV. DECISIÓN

EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MANIZALES, SALA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia proferida por el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE RIOSUCIO, - CALDAS, el día 11 de febrero de 2014, dentro del Proceso verbal de Responsabilidad Civil Extracontractual instaurado por CARLOS ENRIQUE RODAS ABADÍA frente a MELCO SIDEC CÁRDENAS BEJARANO, SOCIEDAD TRANSPORTES FUTURO LTDA y la sociedad impugnante, trámite en el cual se tuvo como litisconsorte necesario a FINAMÉRICA S.A. En su lugar, declara la FALTA DE LEGITIMACIÓN EN CAUSA POR ACTIVA en el demandante.
Se condena a la parte actora en costas en ambas instancias. Se fija como agencias en derecho en esta instancia la suma de $3.000.000,00.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
LOS MAGISTRADOS
ÁNGELA GIOVANNA CARREÑO NAVAS
ROBERTO CHAVES ECHEVERRY                                                 HILDA GONZÁLEZ NEIRA
� Fols. 45 a 47, C. 1


� Fols. 39 a 43, C. 1


� Cas. Civ. Sent. Febrero 3/1981


� Consultar, por ejemplo, sentencias del 4 de noviembre de 2009 Exp. 2001 00127 01 y 18 de diciembre de 2012, Exp. 2006-00104-01.


� Sala de Cas. Civil 22 de mayo de 2012, Exp. 2012-00027-02 


� Cas. Civ. 25 de enero de 2008, exp. 2002-00373-01 





